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s u p r e m a C o r t e: 

-1-

La Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones del 

Trabajo confirmó la sentenCia que rechazó la demanda dirigida a obtener una 

indemnización agravada derivada del despido que, según el actor, .se produjo como 

consecuencia de la celebración de su matrimonio (fs. 180/183 de los autos 

principales, a los que me referiré salvo aclaración en contrario). 

El tribunal señaló que la indemnización agravada prevista 

en el artículo 182 de la Ley 20.744 de Contrato de Trabajo (LCT) para el supuesto 

de que el despido obedezca a razones de matrimonio alcanza tanto a las 

trabajadoras mujeres como a los trabajadores hombres, de conformidad con la 

doctrina sentada por el fallo plenario 272, en autos "Drewes, Luis d Coselia SA", 

de la cámara del fuero. 

Por el contrario, interpretó que la presuncion iuris tantum, 
prevista en el artículo 181 de esa misma ley, según la cual se presume que el 

despido dispuesto, sin invocación de causa, es consecuencia del matrimonio 

cuando se produce en los tres meses anteriores o en los seis meses posteriores a su 

celebración, se aplica únicamente a las trabajadoras mujeres: Sostuvo que la 

norma brinda protección a las mujeres en el ámbito laboral, donde fueron 

históricamente segregadas. En ese contexto, consideró que la ley introduce una 

distinción que no es arbitraria, sino que tiene la finalidad de proteger a un grupo 

desaventajado. Por lo tanto, concluyó que esa interpretación de la ley no lesiona el 

derecho a la igualdad .. 

Indicó que, pese a que el actor fue desvinculado de la 

empresa dentro del período de seis meses posterior a la fecha en la que contrajo 

matrimonio, no era posible presumir que el despido hubiera obedecido a tal 

acontecimiento. En consecuencia, estimó que el actor no satisfizo la carga procesal 
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de acreditar que el despido había sido motivado por su matrimonio, por lo que 

rechazó la demanda. 

-II-

Contra esa sentencia, el actor interpuso recurso 

extraordinario (fs. 184/204), que fue contestado ([s. 206/209) y cuyo rechazo ([s. 

211) motivó esta presentación directa (fs. 33/37 del cuaderno de queja). 

En primer lugar, el recurrente alega que la interpretación 

del artículo 181 de la LCT adoptada por la cámara lesiona su derecho a la 

igualdad ante la ley. Por un lado, argumenta que limitar el alcance de esa norma 

a las trabajadoras mujeres significa discriminarlo en razón de su género lo cual, 

afirma, está prohibido constitucionalmente. Por otro lado, sostiene que esa 

distinción es irrazonable pues tanto hombres como mujeres pueden temer ser 

despedidos al asumir mayores responsabilidades familiares. 
; 

En segundo lugar, explica que la norma en cuestión está 

destinada a implementar el derecho a la protección de la familia consagrado en los 

artículos 14 bis de la Constitución Nacional, 17 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 23 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Puntualiza que, en la 

actualidad, tanto el hombre como la mujer se ocupan de las tareas domésticas y 

del cuidado de la familia. En ese contexto, aduce que el fin de la norma exige que 

esta sea aplicada sin distinciones en razón del género. 

Por último, señala que reconocer que el hombre tiene 

derecho a la indemnización prevista en el artículo 182 de al LCT pero negar que se 

aplique la presunción que establece el artículo 181 de la misma ley supone, en la 

práctica, una desnaturalización de ese derecho. En tal sentido, enfatiza que la 

carga probatoria de mostrar que el despido se debió al matrimonio es casi 

imposible de satisfacer. 
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-III-

En mi opinión, el recurso extraordinario fue mal denegado 

pues se suscita una cuestión federal apta para su examen en esta instancia 

recursiva toda vez que se objeta que la: interpretación realizada por el a qua 

respecto del artículo· 181 de la Ley de Contrato de Trabajo es violatoria de 

garantías constitucionales, en particular, de los derechos a la protección de la 

familia y a la igualdad (art. 14, inc. 3, ley 48; docto Fallos: 307:398, "Complejo 

Textil Bernalesa SRL"; 329:5266, "Asociación Lucha por la Identidad Travesti" y 

sus citas). Por lo tanto,.el recurso de queja es procedente. 

-N-
Ante todo, cabe puntualizar que el capítulo In "De la 

prohibición del despido por causa de matrimonio" del título VII denominado 

"Trabajo de Mujeres" de la LCT está conformado por tres artículos. 

El artículo 180 prevé la nulidad de los actos o contratos que 

determinen el despido por causa de matrimonio. Luego, de acuerdo con el artículo 

181, se presume que el despido es consecuencia de la celebración del matrimonio 

cuando "fuese dispuesto sin invocación de causa por el empleador, o no fuese 

probada la que se invocare, y el despido se produjere dentro de los tres (3) meses 

anteriores o seis (6) meses posteriores al matrimonio y siempre que haya mediado 

notificación fehaciente del mismo a su empleador ... ". Por último, el artículo 182 

establece la sanción correspondiente para el incumplimiento de esa prohibición, 

determinando que "el empleador abonará una indemnización equivalente a un año 

de remuneraciones, que se acumulara. a la establecida en el artículo 245". 

En las presentes actuaciones, el a qua juzgó que los 

trabajadores, sin distinción de género, tienen derecho a la indemnización 

agravada que establece el artículo 182 de la LCT sobre la base de la doctrina 

fijada por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en el plenario "Drewes, 

Luis el Coselia SA" del 23 de marzo de 1990. Esa cuestión arriba firme a esta 
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instancia. De este modo, el agravIo que trae el recurrente se circunscribe a 

determinar si la presunción que establece el artículo 181 de la LCT es aplica al 

trabajador varón. 

Cabe destacar que el origen de esta protección especial se 

remonta a 1938 cuando la ley 12.383 estableció, sin distinción de sexo, que "queda 

prohibido a los patrones, a las empresas concesionarias de servicios públicos y a 

las sociedades civiles y comerciales de cualquier. naturaleza,. dictar 

reglamentaciones internas y celebrar pactos o convenios que establezcan para su 

personal el despido por causa de matrimonio. Actos tales se .reputarán nulos" (art. 

1). 

La sanción de la Ley de Contrato de Trabajo (ley 20.744) en 

1974 contempló la protección del siguiente modo: por un lado, los artículos 196, 

197 y 198 tenían una redacción similar a los actuales artículos 180, 181 Y 182 -

salvo por el plazo de la presunción, que era mayor- y por otro, el artículo 299 

establecía que "lo dispuesto en el artículo 198 de esta ley podrá extenderse 

excepcionalmente al caso del trabajador despedido, de acuerdo a las circunstancias 

de cada caso, apreciado con criterio restrictivo". 

Durante el último gobierno de lacto se dictó la ley 21.297 

que, con el propósito de eliminar ciertos "excesos" en la regulación laboral y de 

reestablecer "el orden indispensable en la relación trabajo---empresa" (mensaje de 

elevación, 23 de abril de 1976), restringió ciertos derechos de los trabajadores. En 

ese marco, derogó la extensión al trabajador prevista en el artículo 299 de la LCT 

(art. 1). 

Desde su primera regulación, la protección contra el despido 

por matrimonio tiene por objeto garantizar, en el ámbito laboral, el derecho a la 

protección de la vida familiar que reconocen los artículos 14 bis de la Constitución 

Nacional, 11.2 y 17.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 23 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 15 y 16 de la Convención 
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para la Eliminación. de la Discriminación contra la Mujer y 10 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Estos instrumentos 

internacionales refieren que la familia es el elemento natural y fundamental de la 

sóciedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado; reconocen el 

derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio; y establecen la 

obligación de los Estados de adoptar medidas apropiadas para asegurar la 

igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos. 

Además, el derecho a fundar una familia integra la vida 

privada y la autonomía personal (artículo 11.2 de la Convención Americana y 19 

de la Constitución Nacional), entendida como la posibilidad que tiene toda persona 

de organizar su plan de vida de acuerdo con la ley y conforme a sus propias 

opciones y convicciones exenta de la injerencia arbitraria o abusiva de las 

autoridades públicas o de terceros (Fallos: 308:2268, "Sejean", voto de Enrique 

Santiago Petracchi, considerando 14°; Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, "Artavia Murillo y otros vs. Costa Rica", sentencia del 28 de noviembre 

de 2012, párr. 142 y sus citas). 

En esa línea, el Convenio 156 de la Organización 

Internacional del Trabajo tutela a los trabajadores y trabajadoras con 

responsabilidades familiares (art. 8). Ese instrumento, que condena la 

discriminación contra las personas con responsabilidades familiares (arts. 3 y 4), 

prevé específicamente que "[lJa responsabilidad familiar no debe constituir de por 

sí una causa justíficada para poner fin a la relación de trabajo". 

En efecto, la protección contra el despido por matrimonio 

supone que cuando las personas asumen responsabilidades familiares, los 

empleadores tienen incentivos para desvincularlas ante la expectativa de que su 

capacidad productiva se vea afectada. Ante ello, las medidas sancionatorias 

previstas en los artículos 180, 181 y 182 de la LCT conforman el sistema de 

garantías a través del cual el legislador procura desalentar que los empleadores 
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adopten decisiones discriminatorias y abusivas enpel'JUlClO de los trabajadores 

que deciden conformar una familia. 

En mi entender, más allá de que el artículo 181 en cuestión 

se ubica bajo el título "Del trabajo de las Mujeres", la interpretación de esa norma, 

atendiendo a su finalidad y a los derechos constitucionales involucrados, conduce 

a afirmar que la presunción allí prevista comprende a los trabajadores varones 

que, en ejercicio de su plan de vida autónomo, deciden contraer matrimonio y 

formar una familia. 

Esa presunción jUrlS tantum constituye, junto a la 

indemnización agravada, una pieza fundamental del dispositivo legal dirigido a 

inhibir despidos discriminatorios por causa de matrimonio en tanto contribuye a 

la implementación efectiva de la prohibición. En particular, esta presunción 

obedece a las serias dificultades probatorias que se presentan para acreditar la 

motivación real del despido y resulta, por ello, una vía imprescindible para 

asegurar la tutela efectiva de los trabajadores frente a despidos discriminatorios. 

Sobre esta cuestión, en el precedente registrado en Fallos: 334:1387, "Pellicori", la 

Corte Suprema reafirmó la idea de que el régimen probatorio resulta decisivo para 

la eficaz implementación de la tutela antidiscriminatoria en la esfera laboral y 

puntualizó que la protección contra el despido discriminatorio exige arbitrar 

reglas probatorias q11.e permitan que la protección correspondiente sea efectiva 

(considerandos lOa 7°). 

Además, la Corte Suprema expresó que las leyes deben 

interpretarse de manera evolutiva, teniendo en consideración las "nuevas 

condiciones y necesidades de la comunidad, porque toda ley, por naturaleza, tiene 

una visión de futuro" (Fallos: 333:2306, "Álvarez", considerando 9°). 

En este sentido, la interpretación del alcance del artículo 181 

de la LCT que postulo se encuentra en línea con el mandato constitucional de 

generar condiciones paritarias entre los cónyuges en las tareas de cuidado y en las 

6 



CNT 57589/2012/11RHl 
"Puig, Fernando Rodolfo el Minera Santa Cruz SA si despido" 

responsabilidades familiares, para asegurar igualdad real de oportunidades y 

evitar que esas tareas y responsabilidades constituyan un factor discriminatorio 

en perjuicio de las mujeres en diferentes ámbitos, en especial en la esfera laboral. 

Al respecto, el artículo 17, punto 4, de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos impone a los Estados la obligación de "tomar 

medidas apropiadas ·para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada 

equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio". 

Asimismo, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer prevé que la acción estatal debe tender a 

"[mJodiñcar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres con 

miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y 

de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o 

superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres 

y mujeres" (art. 5, inc. 8). A su vez, su artículo 16 estipula que los Estados Partes 

adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la 

mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones 

familiares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad entre hombres 

y mujeres, los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y 

como progenitores, en materias relacionadas con sus hijos (apartados cy dJ. 
En particular, un patrón sociocultural que debe ser 

modificado es aquel que resulta de la división del trabajo doméstico no 

remunerado basado en el género, alentada por estereotipos según los cuales el 

hombre es el principal sostén de la familia, mientras que la mujer es la principal 

responsable de la crianza de los hijos y de las tareas domésticas (cf. Informe de la 

Relatora Especial sobre la extrema pobreza y los derechos humanos de la 

Organización de las Naciones Unidas, "La extrema pobreza y los derechos 

humanos", A/68/293, 9 de agosto de 2013, párr. 21). 
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En este marco, resulta imperativo ponderar que "la 

discriminación contra los hombres que tratan de asumir una mayor parte de las 

responsabilidades familiares y de los quehaceres domésticos reafirma más los 

estereotipos y perjudica a las mujeres" (informe cit., párr. 29). Más aún, "[els 

evidente la necesidad de adoptar un criterio de transformación de conformidad con 

el derecho de derechos humanos, y combatir los prejuicios y las prácticas 

consuetudinarias basados en funciones estereotipadas de hombres y mujeres. A tal 

fin, las políticas estatales deben reconocer y valorar la importancia del trabajo 

doméstico no remunerado, pero sin reafirmarlo como responsabilidad exclusiva de 

la mujer, ni apoyar determinados modelos de familia con exclusión de otros" 

(informe cit., párr. 70). Por ello, "[els necesario que el Estado facilite, incentive y 

apoye la participación de los hombres en estas tareas, por ejemplo asegurándoles 

la igualdad de derechos a la licencia laboral como padres y cuidadores, y 

ofreciendo educación y capacitación a hombres, mujeres y empleadoi·es" (informe 

cit., párr. 94, ver también en relación a estos criterios la Declaración y Plataforma 

de Acción de Beijing, aprobadas en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer 

de la Organización de las Naciones Unidas, Beijing, 4 a 15 de septiembre de 1995). 

En línea con esa orientación, el Código Civil y Comercial de 

la Nación prescribe que los cónyuges se deben asistencia recíproca y privilegia el 

cuidado compartido de los hijos, así como la obligación compartida de criarlos 

(arts. 431, 651 y 658). 

Bajo este prisma, estimo que, en el suh lite, no está en juego 

una simple cuestión de igualdad formal de trato entre hombres y mujeres como 

plantea el recurrente, que conduciría a darle a uno lo que se le brinda al otro, en 

idénticas circunstancias. En el presente caso, el referido marco constitucional, 

vinculado con el derecho a formar una familia y con el deber estatal de promover 

la distribución equitativa de las responsabilidades familiares,. es el que impone 

interpretar las nOl~mas laborales aludidas en el sentido más amplio posible, de 
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modo de asegurar a. todos los trabajadores la protección especial de la vida 

familiar otorgada por la ley laboral, sin distinción de género. Esta protección 

amplia es además la vía adecuada para asegurar la igualdad real de 

oportunidades y de trato en el empleo de las mujeres -artículo 75, inciso 23, 

Constitución Nacional-, históricamente segregadas en las relaciones laborales a 

causa de la asunción de responsabilidades familiares y tareas de cuidado. 

En estas condiciones, entiendo que debe interpretarse que la 

presunción establecida en el artículo 181 de la LCT rige para todos los 

trabajadores sin distinción de género. 

-v-
Por lo expuesto, opino que corresponde hacer lugar al recurso 

extraordinario, revocar la sentencia apelada y devolver los autos al tribunal de 

origen a fin de que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento con 

arreglo a lo aquí dictaminado. 

ES COPIA 
Buenos Aires, /3 de noviembre de 2017. 

VÍCTOR ABRAMOVlCH 




